
Bogotá D.C., 3 de agosto de 2020 se ingresa el  proceso acción de tutela a l  Despacho 

de la señora Juez  

 

 

 

JUZGADO VEINTICUATRO DE FAMILIA DE 

BOGOTÁ D.C.  

 

Clase de proceso  Acción de tutela.  

Accionante:  Álvaro Tapiero.  

Accionado:  F iduagrar ia S .A .  

Radicación  110013110 10 024 2020 00238 00.  

Asunto  Sentenc ia de tute la .       

Fecha de la Providencia  Tres (3) de agosto de dos mi l  veinte (2020).   

 

Fenecido el  término otorgado a la  ent idad accionada, procede el  Despacho a profer i r  e l  

fa l lo cor respondiente dentro de la ACCIÓN DE TUTELA de la referencia , t eniendo en  

cuenta para el los los si guientes:  

 

I.  ANTECEDENTES  

  

E l  señor Álvaro Tapiero , actuando en causa propia, promueve a cción de tutela en  

contra de la F iduagrar ia S .A. , representada legalmente por su Director (a) o quien  

haga sus veces para que se l e tutele n los derechos fundamentales a la igualdad ,  

d ignidad humana y mínimo vi ta l .  Pa ra fundamentar su sol i ci tud ref i ere los si guientes,   

 

1.-HECHOS  

 

*Adujo que pertenece a la población de adultos mayores  de Colombia, dado que en la  

actual idad cuenta con 79 años, residente en la Local idad de Usme y perteneciente a l  

nivel  I  del  si sben.  

 

*Mani festó que sus hi jos en aras de garant izar le el  derecho a su sa lud lo af i l iaron a la 

EPS Salud Tota l  como cot izante sufragando su costo mensual  dado que no  puede 

pertenecer a ninguno de sus núcleos fami l iares.  

 

*Adujo que vive con su esposa que cuenta con 86 años y dependía a l  igual  que él  del  

subsid io que l e era  entregado de manera mensual  dada su condi ción económica  a ctua l  

donde era  benef icia r io del  programa de protección socia l  de adul to mayor denominado 

“Colombia mayor”.  

 

*Di jo que a pesar  de cumpl i r  con  los requisi tos desde el  mes de junio dejó  de percib i r  

la  ayuda sin ninguna just i f icación.  

 

II.  ACTUACIÓN PROCESAL 

 

La sol ici tud  de tutela fue repart ida a t ravés del  correo inst i tucional  el  d ía 17 de jul io  

de 2020 a las 6:48 p .m., razón por la  cual  fue admit ida por auto de fecha 22 del  

refer ido mes y año, en el  que s e d ispuso not i f i car a l  ente accionado , concediéndosele 

el  t érmino de 48 horas para que se pronunciaran por escr i to sobre la acción de tutela y  

a l legaran a este Estrado Judicia l  la s pruebas que considerara  conducentes y  

pert inentes, not i f icación que se surt ió  a t ravés de l  correo el ectrón i co denominado  

not i f icaciones@fiduagrar ia .gov.co . .   

 

Respuesta  de  las  ent idades acc ionadas .  

 

E l  ente accionado pese haber sido not i f icada vía correo el ectróni co guardó si l encio  a l  

requer imiento.  

  

III .   PRUEBAS  

  

Del  mater ia l  probator io a l legado a l  expediente el  Despacho destacan los si guientes 

documentos:  

mailto:notificaciones@fiduagraria.gov.co


-Fotocopia de la cédula de ciudadanía de l  Accionante.   

 

-´Cert i f i cación de Si sben en favor del  accionante donde se ind ica t ener como puntaje 

26.59.  

 

IV. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS  

 

Establece la Const i tución Pol í t i ca en concordancia con el  Decreto 2591 de 1991, la  

acción de tutela es un mecani smo preferente y sumario que t iene toda persona para 

sol i ci tar, de manera d irecta o por interpuesta persona que actúe legí t imamente a su  

nombre, la protección inmediata de los derechos fundamentales cuando éstos resul ten  

lesionados o amenazados por la acción o  la omisión de las autor idades públ i cas.  

 

En el  presente asunto , el  señor Álvaro Tapiero acudió a l  mecani smo de amparo de 

manera d irecta,  buscando se tutel en sus derechos fundamentales a l  mínimo vi t a l ,  a la  

d ignidad humana y a l  debido  proceso  ante la  supuesta  vio lación en la  que incurr ió el  

Fondo de Sol idar idad Pensional , F iduagrar ia S.A ., por la suspensión de la entrega d el  

benef i cio económico que otorga el  Consorcio Colombia Mayor y con la cual  cubr ía sus 

pr incipales necesidades; por  tanto se cumple con el  requi si to de l egi t imación en la  

causa por act iva .  

 

En lo  que atañe a  la l egi t imación por  pasiva , el  l lamado a respond er  por la  acción  de 

tutela interpuesta en su contra, es la soci edad F iduciar ias del  sector públ ico  

F iduagrar ia S.A . , responsable de administ rar los  recursos del  Fondo de Sol i dar idad 

Pensional , y t ener a  su cargo  la Subcuenta de Sol idar idad que f i nancia el  programa d e 

subsid io a l  aporte en pensión , y la Subcuenta de Subsi st encia que patrocina el  

programa Colombia Mayor.  

 

Frente a  la inmediatez , el  t iempo transcurr ido  entre la  suspensión del  benef i ci o  

ocurr ida  en el  mes de juni o  de 2020 y la fecha en que fue instaurada la  acc ión de  

tutela (17 de jul i o de 2020) ha sido de casi  un mes, t érmino que a todas luces resul ta  

razonable, máxime si  se t i ene en cuenta las condi ciones especia l es en las que se 

encuentra el  accionante.   

 

Ahora b ien, a consideración de esta autor idad en sede de tutela se sat isface e l  

requi si to de subsid iar i edad dado que el  accionante cuenta con 79 años de edad y con 

una mala si tuación económica , sobrepasa la expectat iva de vida de los colombianos y  

es lógi co deducir  que su exi st encia podr ía f i na l izar a la espera de una deci sión judicia l  

o admini st rat iva . Por ende, no es exigib le pedir  que se agoten otros mecanismos,  

puesto que impondr ía una carga  exagerada para el  ej erci cio de l os der echos 

fundamentales, máxime si  no podr ía l l egar a d isfrutar lo s, entonces, el  uso de los 

mecani smos regulares no ser ía ef i caz .  

 

E l  art ículo 1º de la Const i tución  Pol í t ica de 1991 enfat iza que Colombia es un  Estado  

Socia l  de Derecho “fundado en  el  respeto de la d ignidad humana”  entre cuyos f i nes del  

Estado es el  de “servi r  a la comunidad  y garant izar la efect ividad de los pr incip ios y  

derechos const i tucionales” , Art ículo 2°.  

 

Por el lo  se ha af i rmado que el  derecho  a l  mínimo vi ta l  “es aquel  de que gozan todas 

las personas a vivi r  en  unas condi ciones que garant i cen un m ínimo de subsi stencia  

d igna , a t ravés de l os i ngresos que le permitan sat i sfacer sus necesidades más 

urgentes,  como son a l imentación , vivi enda, vestuar i o, acceso a  los servi cios públ ico s 

domici l iar ios, educación y atención en salud, entre otros”  

 

Entonces,  se puede aseverar  que el  derecho fundamental  a l  mínimo vi ta l  de personas 

de la t ercera  edad  es objeto de protección  en donde la i nclusión o exclusión  de los 

adul tos mayores de determinado programa de subsid ios debe venir  respaldada por una  

invest i gación concreta del  caso , que abarque las condici ones reales de vulnerabi l idad 

en las que se hal la el  sujeto , aspecto que deben tener en cuenta las ent idades que 

intervi enen en las d i f erentes etapas antes de optar por una determinación que afecte 

la ca l idad de vida y la forma de cubr i r  la s necesidades básicas .  

 



 Así  pues, los adul tos mayores en condiciones de vulnerabi l idad están l lamados a 

recib i r  todas las garant ías const i tucionales, por el  indefect ib l e paso del  t iempo que 

menguan su estado f í sico y los hace más  procl ives a l  padecimiento de enfermedades 

propias del  envejecimiento .  

 

En el  p lano normat ivo , el  l i t era l  i )  del  a rt ículo 13 de la Ley 100 de 1993, referente a l  

Fondo de Sol idar idad Pensional , modi f i cado por el  art ículo 2º de la Ley 797 de 2003,  

estableció  dos subcuentas: ( i )  sol idar idad, y ( i i )  subsi st encia .  

  

De acuerdo a  el l o se t iene que el  subsid io que otorga el  Programa Colombia Mayor1 “( i )  

no t iene el  carácter de pensión de jubi lación o de asignación de ret i ro,  y ( i i )  no  

conl l eva otro benef i cio prest acional” .  En este sent ido el  art í culo 2 .2 .14.1.31 del  

Decreto Úni co 1833 de 2016 f i jó los requi si tos para acceder a los benef i cios de la 

subcuenta de subsi stencia , así:  a) Ser  colombiano.  b) Tener  no más de  t res años 

menos de la edad que r i ja para adqu ir i r  el  derecho a la pensión de vejez  de los 

af i l iados a l  sist ema general  de pensiones.  c) Estar clasi f i cado en los niveles 1 o 2  del  

Sisbén. d) Carecer de rentas o ingresos suf i cientes para subsi st i r .  Deben ser personas 

que se encuentran en una de estas condi ciones:  

  

Fuente: numeral  3, del  art í culo 2.2.14.1.31 del  Decre to 1833 de 2016  

  
Respecto del  l i t era l  c) del  a rt ículo 2 .2 .14.1.31 del  Decreto  1833 de 2016, los  puntajes 

requer idos para estar clasi f i cado en  el  ni vel  1 o  2 del  SISBEN para acceder a l  

Programa Colombia Mayor en el  año  2017 eran:  

  

Programa Socia l   Nivel  
14 

Ciudades[71]  
Otras Cabeceras  Rural  

Colombia Mayor  
1 0 a 41.90  0 a 41.90  0-32.98  

2 41.91 a 43.63  41.91 a 43.63  32.99 a 35.26  

Fuente: ht tps://www.sisben.gov.co/Paginas/Not i cias/Puntos -de-corte.aspx  

  

Toda vez que los d ineros asignados a l  programa Colombia Mayor son  exiguos dada la  

cant idad de aspirantes que se postulan a ser benef i ciar ios del  mi smo, el  a rt ículo  

2.2 .14.1.35 del  Decreto 1833 de 2016 estableció  un  sist ema de pr i or ización d ir i gido a  

“otorgar el  auxi l io económico a quienes, dentro del  conjunto de adultos mayores que  

cumplen los requisi tos para ser benef i ciar ios, t i enen una si tuación apremiante que 

ameri ta un apoyo urgente y preferente”; por tanto  los cr i ter ios de pr ior ización son los 

si guientes:  

  

1. La edad del  asp irante.  

2. Los niveles 1 y 2 del  Si sbén y el  l i stado censal .  

3. La minusval ía o d i scapacidad f ísi ca o mental  del  asp irante.  

4. Personas a cargo del  asp irante.  

5. Ser  adul to mayor que vi ve solo y  no depende económicamente de ninguna 

persona .  
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Condic iones para determinar la carencia  de  Rentas o  Ingresos suf ic ientes  

para  subsist i r  

a)  Vivan en  

la ca l l e y de 

la car idad  

públ ica  

a)  Vivan solas y  

su ingreso  

mensual  no  

supere 1/2  

sa lar io mínimo 

legal  mensual  

vigente  

c)    Vivan con la  

famil ia y  e l  

ingreso famil iar  

sea in ferior o  

igual  a  un  sa lar io  

mín imo legal  

mensual  v igente  

(s . f.d .t . )  

d)  Residan 

en un Centro  

de Bienestar  

del  Adulto  

Mayor  

e)   Asi stan 

como 

usuar i os a  

un Centro  

Diurno  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/t-193-19.htm#_ftn71


6. Haber perd ido el  subsid io a l  aporte en pensión por  l legar a  la edad de 65 años y  

no contar con capacidad económica para cont inuar efectuando aportes a d icho  

si stema. En este evento , el  benef i ciar io deberá  informar  que con este subsid io 

real izará el  aporte a pensión con el  f in  de cumpl i r  los requi si tos. Este cr i t er io  se 

ut i l i zará cuando a l  benef i ciar io  le hagan fa l ta máximo 100 semanas de cot ización .  

7. Pérd ida de subsid io  por t raslado a  otro muni cip io.  

8. Fecha de sol ici tud de inscr ipción a l  programa en el  muni cip io .  

  

Por otro lado, el  art ículo 2 .2.14.1.39 del  Decreto 1833 de 2016 ind i ca los eventos 

taxat ivos en que el  benef ici o otorgado por el  Programa Colombia Mayor s e p ierde, así:  

  

 

* Dejar de cumpl i r  con los requi si tos para pertenecer a l  Programa Colombia Mayor  

1. Muerte del  benef i ciar io.  

2. Comprobación de fa l sedad en la información suminist rada o i ntento de conservar  

fraudulentamente el  subsid io.  

3. Percib i r  una pensión.  

4. Percib i r  una renta entendida como la ut i l idad o benef i cio que se obt iene de 

a lguna act ividad o b ien en cuant ía super ior a la establecida en el  numeral  3 del  

art ículo 2.2 .14.1.31. del  presente Decreto.  

5. Percib i r  otro subsid io a la vejez en  d inero , que sumado con el  del  Programa de 

Protección Socia l  a l  Adul to Mayor sea super ior a  1/2  smmlv otorgado por a lguna 

ent idad públ ica .  

6. Mendicidad comprobada como act i vidad product iva .  

7. Comprobación de real ización de act ividades i l í c i tas, mientr as subsi sta  la 

condena .  

8. Traslado a otro muni cip io o d ist r i to .  

9. No cobro consecut ivo de subsid ios programados en dos gi ros.  

10. Ret i ro Voluntar io .  

  

Respecto de la cuarta hipótesi s, esta debe entenderse en consonancia con  la  

presunción legal  del  ar t í culo 34 del  Decreto 806 de 1998,  que establece que:  “el  

miembro del  grupo fami l iar  del  cot izante depende económicamente de este y por ende 

recibe de él , l os medios necesar ios para  su congrua subsist encia”  

  

Para mantener ese espír i tu socia l  y as istencia l ,  una de las funciones del  Consorcio  

Colombia Mayor es real izar cruces con d iversas bases de datos  para constatar que sus 

benef i ciar ios no se encuentren en a lguna de las hipótesi s contempladas en la  

normat i vidad como causales de pérd ida del  subsid io. El  An exo Técni co No. 2 del  Manua l  

Operat i vo del  Programa Colombia Mayor señala que  “si  como resul tado de los 

mencionados cruces, un adulto mayor del  programa f i gura en el los y se requiere una  

acción de ver i f i cación , se genera un b loqueo prevent ivo”.  Ejemplo de el lo , es el  

b loqueo de renta generado porque el  usuar io aparece en el  reporte de la base de datos 

única de af i l iados (BDUA) del  Minist er io de Salud y Protección Socia l .    

  

ANÁLISIS  DEL CASO EN CONCRETO  

 

En el  caso objeto de resolución , se encuentra que el  señor Álvaro Tapiero , de 79 años 

de edad, interpuso acción de tutela  contra del  Fondo de Sol idar idad pensional ,  

F iduagrar ia S.A. , luego  de que para el  mes de junio de 2020 l e b loquearan el  benef i cio  

otorgado por el  Programa Colombia Mayor, con el  que sat i sface sus necesidades 

bási cas, a l  encontrarse af i l iado a la EPS Salud Tota l , en ca l idad de cot izante,  razón 

suf i ci ente que supuso  la suspensión del  subsid io en  mención,  que se presume,  se d io  

con  ocasión  de un cruce de información del  BDUA,  que reportó  que  el  accionante se 

encontraba af i l iado en cal idad de cot izante a l  si stema de segur idad socia l  en  sa lud ,  

poniéndolo incurso en la causal  No. 4 de pérd ida del  derecho a l  subsid io, est ipulada en  

el  Manual  Operat ivo Colombia Mayor:  “percib i r  una renta”,  a l  operar la presunción de 

que el  miembro del  grupo fami l iar  del  co t izante depende económicamente de este y por  

ende recibe de él , los medios necesar ios para su congrua subsi st encia  del  a rt ículo  

34 del  Decreto 806 de 1998.  

  



No obstante, l lama la atención que, s i  b ien se real i zó la suspensión del  subsid io en el  

mes de enero de 2020 a l  señor Alvaro Tapiero , en ninguna  de las etapas del  proceso se 

evidenció que la ent idad accionada l e hubieran dado la oportunidad para que  ejerciera  

su derecho a la defensa , tampoco se encontró agotada la obl igación que t iene la  

ent idad de ver i f i car las condici ones reales de vulnerab i l idad en las que se encuentra el  

accionante, a t ravés de las herramientas d ispuestas para ta l  f in, antes de haber lo  

suspendido, no se garant izó el  derech o  a l  debido proceso adminis t rat i vo que t iene el  

demandante,  con el  f i n de que la ent idad accionada  hi ci era el  estudio cor respondiente 

de ver i f i cación de requi si tos exigidos,  para acceder a a lguno de los programas de 

previ sión socia l  que se ofrecían y de es te modo inclui r l o como benef i ciar ia de a lguno 

de estos , así  como no se evaluaron la condi ción real  de vulnerabi l idad en la cual  se 

encontraba el  accionante, afectando sus garant ías fundamentales , pues es “Es deber  

de las ent idades que admini st ran programas  socia l es establecer, en  consonancia  con el  

pr incip io de razonabi l idad , que la suspensión del  pago del  subsid io no dará l ugar a que 

la si tuación de vulnerabi l idad económica, que en un pr incip io just i f i có la inclusión del  

benef i ciar io dentro  del  programa, r etorne, en detr imento de los derechos 

fundamentales de un sujeto  de especia l  protección  const i tucional”  (…) Los derechos 

fundamentales tutelados en común en estos casos fueron el  mínimo vi ta l  y la vida  

d igna”2.  

  

Respecto del  debido proceso admini st rat ivo en un reciente pronunciamiento  de la  

Corte Const i tucional , se def i nió como:  “ ( i )  El  conjunto complejo  de condi ciones que l e  

impone la ley a la admini st ración , mater ia l izado en el  cumpl imiento de una secuencia  

de actos por parte de la autor idad administ rat i va , ( i i )  que guarda relación d irecta o  

ind irecta entre sí ,  y  ( i i i )  cuyo  f in  está previamente determinado de manera  

const i tucional  y legal” . Ha precisado a l  respecto , que con d i cha garant ía se busca “( i )  

asegurar el  ordenado funcionamiento de la  admini st rac ión,  ( i i )  la  val idez  de su s 

propias actuaciones y, ( i i i )  resguardar  el  derecho a la  segur idad jur íd i ca y  a la 

defensa de l os administ rados” . 3 

 

En conclusión , esta autor idad considera que la ent idad accionada vulneró los derechos 

fundamentales del  accionant e, toda vez que  procedió a suspender lo del  Programa 

Colombia Mayor, b loqueando el  desembol so del  subsid io que recib ía sin  haber  

real izado a cabal idad el  estudio socio -económico que permit ía ver i f i car las condi ciones 

reales de vulnerabi l idad en las que se encuentra el  señor Álvaro Tapiero y de esta  

manera evaluar la afectación que esta  medida le ocasiona en la sat isfacción  de su  

congrua subsi st encia.  

 

Como consecuencia de l o anter ior  se ordenará a la ent idad accionada real izar todas las 

gest iones pert inentes para que el  accionante cont inúe accediendo a l  benef i cio en las 

mismas condi ciones en  que estaba regi st rado en  esta para  el  momento en el  que se 

mater ia l izó la suspensión del  pago de su subsid io, es decir  para el  mes de junio de 

2020. Medida que deberá mantenerse hasta que se adelante el  proceso admini st rat ivo  

pert inente de ver i f i cación de las condi ci ones mater ia l es, relacionadas con las causales 

de exclusión del  programa Colombia Mayor.  Para cumpl i r  l o aquí  d ispuesto se le  

concede un término perentor i o de  48 horas contados a part i r  de la not i f icación de esta  

providencia.  

 

Por lo expuesto, el  Juzgado Veint i cuatro de Fami l ia de Bogotá , admini st rando Just i cia  

en nombre de la Repúbl i ca de Colombia y por autor idad de la Ley,  

 

R E S  U E L V  E:  

 

PRIMERO:  TUTELAR los  derechos a l  mínimo vi ta l  y  debido  proceso que le  as iste a l  

accionante  ALVARO TAPIERO por lo someramente expuesto.  

 

SEGUNDO: ORDENAR  Al  Fondo de Sol i dar idad Pensional  F idugrar ia S .A. , para  que en  

el  t érmino de cuarenta y ocho  (48) horas  real izar todas las gest iones pert inentes para  

que el  accionante cont inúe accediendo a l  benef i cio en las mismas condi ciones en que 

estaba regi st rado en esta para el  momento en el  que se mater ia l izó la suspensión del  
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pago de su subsid io , es deci r  para el  mes de junio  de 2 020. Medida que deberá  

mantenerse hasta que se adelante el  proceso admini st rat ivo  pert inente de ver i f icación  

de las condiciones mater ia l es,  relacionadas con las causales de exclusión del  programa 

Colombia Mayor.   

 

TERCERO:  NOTIFICAR  esta deci sión a  todas las partes involucradas en este asunto ,  

por el  medio más ági l  y ef i caz.  

 

CUARTO:  REMITIR  la  actuación a  la Honorable Corte Const i tucional  para una eventual  

revi sión, en caso de que no sea impugnado este fa l l o.  

   

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,  

 

  

 
ADRIANA PATRICIA DÍAZ RAMIREZ  

Jueza  

 

 

 

 

   

  


